CÁMARA DE DIPUTADOS
DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN

LX LEGISLATURA 

Ana María Ramírez Cerda, integrante de la LX legislatura del H. Congreso de la Unión y del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en los artículos 4, párrafo quinto; 71, fracción II y 73  fracción  XXX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55 fracción II del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presento ante el pleno de esta Honorable Asamblea, la presente iniciativa mediante la cual se reforma el artículo 16 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, con el fin de que el Consejo de Administración del INFONAVIT en ningún caso pueda ceder o descontar su cartera vencida a personas físicas o morales especializadas en la adquisición de deuda, con base en la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
“La vivienda es uno de los bienes más importantes para el ser humano, ya que en ella tienen lugar aspectos de gran relevancia como el proceso de socialización, desarrollo y desenvolvimiento individual, además de ser un espacio de seguridad y privacidad
.”

Es tal su importancia que diversos instrumentos internacionales, entre otros,  el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (párrafo I, del artículo 11), lo han reconocido como un derecho humano. En este instrumento los Estados Parte “reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso, alimentación, vestido y vivienda adecuados.”
Incluso en nuestra Carta Magna el artículo 123, en su fracción XII establece el derecho de los trabajadores a obtener créditos baratos y suficientes para la adquisición de vivienda.
Es por ello, que los mexicanos contamos con un organismo de servicio social que se denomina Instituto del Fondo Nacional para la Vivienda de los Trabajadores (INFONAVIT) y que tiene por objeto establecer y operar un sistema de financiamiento que permita a los trabajadores obtener precisamente crédito barato y suficiente para la adquisición en propiedad de habitaciones cómodas e higiénicas.

De tal suerte que desde 1972, el INFONAVIT  ha otorgado más de tres millos de créditos para vivienda y en esas casas vive la décima parte de los mexicanos, según información disponible
En este orden de ideas debemos reconocer que en México existen miles de personas que no disfrutan de su derecho humano a una vivienda o en el peor de los casos, si lo ejercían, han sido despojados de la vivienda mediante actos de autoridad que contravienen garantías individuales consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Es el caso que en sesión ordinaria celebrada el 26 de octubre de 2005, el Consejo de Administración del INFONAVIT, resolvió lo siguiente:

“Conforme a lo dispuesto por el artículo dieciséis fracción novena de la Ley del INFONAVIT, se autoriza a la administración a proceder a la venta de cartera vencida reservada al cien por ciento, hasta por cincuenta y seis mil cuatrocientos noventa y un créditos, mediante subasta pública, así como la contratación de los proveedores necesarios para realizar dicha venta, cumpliendo estrictamente con la normatividad aplicable que al respecto haya emitido la Comisión Nacional Bancaria y de Valores”.

Derivado de la resolución anterior se procedió a la venta de cartera a Recuperadora de Deuda Hipotecaria, Sociedad de Responsabilidad Limitada de Capital Variable y a la empresa SCRAP, respectivamente los días 12 de enero de 2006 y 15 de junio del mismo año.

La resolución del Consejo de Administración del INFONAVIT tuvo diversas implicaciones en detrimento de la clase más desprotegida, la clase trabajadora. 
Lo anterior, debido a que los trabajadores cuyos créditos fueron cedidos han sido objeto de múltiples anomalías y abusos por parte, de los cesionarios de la deuda. 
En razón de que les han aplicado una política de terror que consiste en exigir a los acreditados  el reconocimiento de su adeudo por una cantidad diferente al monto original y se les otorgan plazos mínimos para pagar y firmar un nuevo contrato, con la amenaza de privarlos de sus viviendas sin haber sido vencidos en juicio, violentando a todas luces lo dispuesto en el artículo 14 constitucional.
En consecuencia, la resolución del Consejo de Administración que autoriza la venta de cartera vencida trae consigo diversas implicaciones, entre otras, las siguientes:

1. La resolución resulta a todas luces cuestionable, en consideración al principio de legalidad, conforme al cual la autoridad sólo puede realizar aquello que le está expresamente permitido.

2. Una de las principales razones de la alta morosidad de los deudores lo constituye el desempleo, en virtud de que la tasa de desocupación sigue siendo muy alta, alcanzando el 3.26% a nivel nacional y el 4.53% entre la población urbana.

Contravención al principio de legalidad 
Se ha mencionado que la “posibilidad de vender la cartera no se encuentra expresamente prevista en la Ley, pues deriva de la calidad civil que el Instituto tiene como acreedor y titular de la garantía hipotecaria” y, finalmente, se fundamenta en la resolución sobre el particular adoptada por el Consejo de Administración del propio Instituto.

Lo anterior, resulta cuestionable si tomamos en cuenta que en la Ley del INFONAVIT no existe fundamento expreso para que el Consejo de Administración, ni ningún otro órgano del Instituto autoricen la venta de cartera vencida. 

Desempleo
No podemos soslayar que con la realización de la venta de cartera vencida se transgredió la garantía social consagrada en el artículo 123, apartado A, fracción XII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano, relativa al derecho de los trabajadores a obtener créditos baratos y suficientes para la adquisición de vivienda.”

Lo anterior, debido a que al realizar la cesión de créditos y derechos derivados de los mismos, no se tomó en cuenta que se trataba de vivienda habitada por la clases trabajadora y que desafortunadamente ha sido gravemente afectada por el desempleo. 
Asimismo, la inmensa mayoría de los trabajadores reconocen el adeudo que tienen con el Instituto y están en la mejor disposición de cubrirlo, pero con base en amortizaciones justas para seguir cubriendo y preservando su patrimonio familiar.

Derivado de las implicaciones que trajo consigo la venta de cartera vencida, el Consejo de Administración aprobó dos medidas, una para que, a partir del mes de julio y hasta diciembre de 2007, se atendieran todos los casos que así lo desearan, a fin de que pudieran comparar las propuestas de las empresas recuperadoras de cartera, y las que el INFONAVIT pudiera ofrecerles, con objeto de que tomaran la decisión que mejor conviniera a sus intereses y circunstancias y, otra, respecto a la cartera vencida con alto deterioro.

Esta resolución permitió comprobar que quienes conocieron la resolución y solicitaron su reestructuración con el INFONAVIT, obtuvieron de éste propuestas menos ventajosas que las presentadas por las empresas que adquirieron sus créditos.

Lo que permite cuestionarse que el INFONAVIT no está cumpliendo con los objetivos fundamentales de la cobranza social: por un lado, el de responsabilidad de custodiar y proteger el patrimonio común de los trabajadores y, por el otro, el de la solidaridad social con aquellos trabajadores que atraviesan por una circunstancia desfavorable.

Por lo anterior, resulta ineludible reformar la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a efecto de establecer expresamente que el Consejo de Administración en ningún caso podrá ceder o descontar su cartera vencida a personas físicas o morales especializadas en la adquisición de deuda.
La reforma propuesta resulta necesaria  a efecto de que el INFONAVIT actúe con respeto irrestricto al principio de legalidad, ya que aún cuando el Consejo de Administración ha tomado la decisión de no autorizar nuevamente la venta de cartera vencida, el patrimonio de los trabajadores está en juego.
Finalmente es urgente que el Poder Legislativo contribuya a que el INFONAVIT retome sus principios básicos de justicia social, a fin de consolidarse como una hipotecaria social, que responda a las verdaderas necesidades sociales y, en consecuencia, realmente tenga la capacidad para satisfacer en mayor medida el reclamo de un vivienda digna para los mexicanos.

Por lo expuesto, en términos de lo previsto en el artículo 71, fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, somete a la consideración de esta H. Asamblea la siguiente Iniciativa con Proyecto de:

DECRETO QUE REFORMA LA LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES.

ARTICULO ÚNICO.- Se reforma el párrafo segundo de la fracción IX del artículo 16 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, para quedar como sigue: 

“Artículo 16.- …

I. a VIII. …

IX. …

A propuesta del Director General, aprobar los castigos y quebrantos derivados de los créditos, las políticas de riesgos, así como las de adquisición de bienes y prestación de servicios, y cualquiera otra que sea necesaria para el cumplimiento de los objetivos del Instituto; pero en ningún caso podrán ceder o descontar su cartera vencida a personas físicas o morales especializadas en la adquisición de deuda.

X. a XXII. …”
TRANSITORIOS.

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en la sede del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los veintiún días del mes de febrero del año dos mil ocho.
	Dip. Ana María Ramírez Cerda


� “La vivienda en México. Construyendo análisis y propuestas, CESOP, 2006.
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Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se reforma la

Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores.
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